
 
CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 49/2022 
 

ACTOR: COMISIÓN ESTATAL DE LOS 
DERECHOS HUMANOS DEL ESTADO DE 
MICHOACÁN DE OCAMPO 
 

SUBSECRETARÍA GENERAL DE ACUERDOS 
 

SECCIÓN DE TRÁMITE DE CONTROVERSIAS 
CONSTITUCIONALES Y DE ACCIONES DE 
INCONSTITUCIONALIDAD 

 
En la Ciudad de México, tres de mayo de dos mil veintidós, se da cuenta al Ministro Luis 
María Aguilar Morales, instructor en el presente asunto, con el expediente de la 
controversia constitucional al rubro indicada, promovida por Marco Antonio Tinoco 
Álvarez, quien se ostenta como Presidente de la Comisión Estatal de los Derechos 
Humanos del Estado de Michoacán de Ocampo, presentada el cuatro de marzo del año 
en curso mediante sistema electrónico, registrada el mismo día en la Oficina de 
Certificación Judicial y Correspondencia de este Alto Tribunal y turnada conforme al auto 
de radicación de diez de marzo de este año. Conste. 

 
Ciudad de México, a tres de mayo de dos mil veintidós. 
 
Vistos el escrito de demanda y los anexos de quien se ostenta como 

Presidente de la Comisión Estatal de los Derechos Humanos del Estado de 
Michoacán de Ocampo, se acuerda lo siguiente. 

 
La controversia constitucional es promovida en contra del Pleno del 

Consejo General, del Presidente, así como de la Secretaría Ejecutiva, todos 
del Instituto Electoral de la referida entidad, impugnando lo siguiente. 

 
“ACTOS CONCRETOS Y/O NORMA GENERAL QUE A CADA ENTIDAD 
DEMANDADA SE RECLAMA (ACTOS QUE A CADA AUTORIDAD 
DEMANDADA SE RECLAMAN): De la autoridad indicada en el inciso a), del 
capítulo de autoridades demandadas, reclamo la falta de supervisión en los 
Procedimientos Especiales Sancionadores, particularmente en el acuerdo y 
oficio a que aludiré más adelante dentro del Procedimiento Especial 
Sancionador IEM-CAV-10/2021, así como la expedición de los artículos 8, 38 y 
41 -83- del Reglamento para la Tramitación y Sustanciación de Quejas y 
Denuncias en Materia de Violencia Política contra las Mujeres por Razón de 
Género del Instituto Electoral de Michoacán. 
De la autoridad indicada en el inciso b), demando la falta de trámite y de 
respuesta a mi solicitud de fecha 11 once (sic) de Febrero de 2022, en la que 
pedí dejase sin efectos el requerimiento y apercibimiento con multa decretado 
dentro del Procedimiento Especial Sancionador IEM-CAV-10/2021, del Índice 
del Instituto Electoral de Michoacán, así como el no ejercer supervisión y 
vigilancia sobre la Secretaría Ejecutiva del Instituto en cita, para los efectos 
indicados. 
De la autoridad indicada en el inciso c) del capítulo de autoridades 
demandadas, reclamo el requerimiento bajo apercibimiento de multa para emitir 
resolución que hizo al órgano del cual soy titular decretado dentro del 
Procedimiento Especial Sancionador IEM-CAV-10/2021, así como la aplicación 
de los artículos 8, 38 y 41 -83- del Reglamento para la Tramitación y 
Sustanciación de Quejas y Denuncias en Materia de Violencia Política contra 
las Mujeres por Razón de Género del Instituto Electoral de Michoacán.”. 
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Al respecto, se tiene por presentado al promovente, con la 
personalidad que ostenta1, designando autorizados; esto, con fundamento 
en los artículos 4, párrafo tercero2, y 11, párrafo primero3, de la Ley 
Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 
Por otra parte, no ha lugar a acordar de conformidad el señalamiento de 

domicilio para oír y recibir notificaciones en el Estado de Michoacán, en virtud 
de que las partes están obligadas a designar domicilio para oír y recibir 
notificaciones en la ciudad sede de este Alto Tribunal, de conformidad con el 
artículo 3054 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación 
supletoria, en términos del artículo 15 de la citada normativa reglamentaria, y 
con apoyo en la tesis de rubro: “CONTROVERSIAS CONSTITUCIONALES. 
LAS PARTES ESTÁN OBLIGADAS A SEÑALAR DOMICILIO PARA OÍR Y 
RECIBIR NOTIFICACIONES EN EL LUGAR EN QUE TIENE SU SEDE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN (APLICACIÓN 
SUPLETORIA DEL ARTÍCULO 305 DEL CÓDIGO FEDERAL DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES A LA LEY REGLAMENTARIA DE LA 
MATERIA)”6. 

 
No obstante, se arriba a la conclusión de que procede desechar la 

controversia constitucional, conforme a las consideraciones que se 
desarrollan a continuación. 

 
De acuerdo con lo establecido en el artículo 257 de la Ley Reglamentaria 

de la Materia, el Ministro instructor en una controversia constitucional puede 
válidamente desecharla de plano si advierte la existencia de una causa 
manifiesta e indudable de improcedencia. 

 
1 De conformidad con la documental que al efecto exhibe y en términos de los artículos 18 y 27, fracción I, de la Ley 
de la Comisión Estatal de los Derechos Humanos de Michoacán de Ocampo, que establecen: 
Artículo 18 de la Ley de la Comisión Estatal de los Derechos Humanos de Michoacán de Ocampo. El Presidente 
es el representante legal y autoridad ejecutiva responsable de la Comisión  
Artículo 27 de la Ley de la Comisión Estatal de los Derechos Humanos de Michoacán de Ocampo. El Presidente 
de la Comisión, tendrá las siguientes atribuciones: 
I. Ejercer la representación legal y jurídica de la Comisión; […] 
2 Artículo 4 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. […] 
Las partes podrán designar a una o varias personas para oír notificaciones, imponerse de los autos y recibir copias de 
traslado. 
3 Artículo 11 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. El actor, el demandado y, en su caso, el tercero interesado deberán comparecer a juicio 
por conducto de los funcionarios que, en términos de las normas que los rigen, estén facultados para representarlos. En 
todo caso, se presumirá que quien comparezca a juicio goza de la representación legal y cuenta con la capacidad para 
hacerlo, salvo prueba en contrario. […] 
4 Artículo 305 del Código Federal de Procedimientos Civiles. Todos los litigantes, en el primer escrito o en la primera 
diligencia judicial en que intervengan, deben designar casa ubicada en la población en que tenga su sede el tribunal, 
para que se les hagan las notificaciones que deban ser personales. Igualmente deben señalar la casa en que ha de 
hacerse la primera notificación a la persona o personas contra quienes promuevan, o a las que les interese que se 
notifique, por la intervención que deban tener en el asunto. No es necesario señalar el domicilio de los funcionarios 
públicos. Estos siempre serán notificados en su residencia oficial. 
5 Artículo 1 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá y resolverá con base en las 
disposiciones del presente Título, las controversias constitucionales en las que se hagan valer violaciones a la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como las acciones de inconstitucionalidad a que se refieren 
las fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. A falta de disposición 
expresa, se estará a las prevenciones del Código Federal de Procedimientos Civiles. 
6 Tesis IX/2000, Aislada, Pleno, Novena Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XI, marzo de 
dos mil, página 796, registro 192286. 
7 Artículo 25 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. El ministro instructor examinará ante todo el escrito de demanda, y si encontrare motivo 
manifiesto e indudable de improcedencia, la desechará de plano. 
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Al respecto, el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte de 

Justicia de la Nación ha sostenido que por manifiesto debe 
entenderse todo aquello que se advierte en forma patente y 
absolutamente clara de la simple lectura de la demanda, los 
escritos aclaratorios o de ampliación y, en su caso, de los 
documentos que se anexen a dichas promociones; en tanto 

que lo indudable se configura cuando se tiene la certeza y plena convicción 
de que la causa de improcedencia efectivamente se actualiza en el caso, de 
manera tal que la admisión de la demanda y la substanciación del 
procedimiento no darían lugar a la obtención de una convicción diversa8. 

 
En este sentido, es posible advertir que, en la especie, se actualiza la 

causa de improcedencia prevista en el artículo 19, fracción IX9, de la Ley 
Reglamentaria de la Materia, en relación con el artículo 105, fracción I, inciso 
k)10, de la Constitución General11, dado que el actor carece de interés 
legítimo, con motivo de que no existe un principio de agravio en relación 
con el ámbito competencial que constitucionalmente tiene asignado.12 

 
En el caso, de la lectura de la demanda y anexos es posible advertir que 

la Comisión Estatal de los Derechos Humanos del Estado de Michoacán 
pretende promover controversia constitucional en contra de lo siguiente: 

 
1. El acuerdo de once de febrero de dos mil veintiuno (sic) y oficio de 

notificación emitidos en el procedimiento especial sancionador IEM-CAV-
10/2021, del índice del Instituto Electoral del Estado de Michoacán, mediante 
el que se le solicita que en el término de cinco días: “requiera a la Visitaduría 

 
8 CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. ALCANCE DE LA EXPRESIÓN ‘MOTIVO MANIFIESTO E INDUDABLE DE 
IMPROCEDENCIA’ PARA EL EFECTO DEL DESECHAMIENTO DE LA DEMANDA. De conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 25 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, el Ministro instructor podrá desechar de plano la demanda de controversia constitucional si 
encontrare motivo manifiesto e indudable de improcedencia. En este contexto, por "manifiesto" debe entenderse lo que 
se advierte en forma patente y absolutamente clara de la lectura de la demanda, de los escritos aclaratorios o de 
ampliación, en su caso, y de los documentos que se anexen a tales promociones; mientras que lo "indudable" resulta 
de que se tenga la certeza y plena convicción de que la causa de improcedencia de que se trate efectivamente se 
actualiza en el caso concreto, de tal modo que aun cuando se admitiera la demanda y se sustanciara el procedimiento, 
no sería factible obtener una convicción diversa. (Tesis P./J. 128/2001. Jurisprudencia, Pleno, Novena Época, 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XIV, octubre de dos mil uno, página ochocientas tres, registro 
188643.) 
9 Artículo 19 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Las controversias constitucionales son improcedentes: [...] 
IX. En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de esta Ley. 
10 Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. La Suprema Corte de Justicia de la 
Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes: 
I. De las controversias constitucionales que, sobre la constitucionalidad de las normas generales, actos u omisiones, 
con excepción de las que se refieran a la materia electoral, se susciten entre: […]  
k). Dos órganos constitucionales autónomos de una entidad federativa, y entre uno de éstos y el Poder Ejecutivo o el 
Poder Legislativo de esa entidad federativa, […] 
11 Al respecto, resulta pertinente precisar, por principio de cuentas, que la improcedencia de una controversia 
constitucional puede derivar de alguna disposición de la Ley Reglamentaria de la Materia, lo cual permite considerar no 
sólo los supuestos que de manera específica prevé su artículo 19, sino también los que puedan derivar del conjunto de 
normas que la integran y de las bases constitucionales que la rigen; siendo aplicable a este respecto la tesis de rubro: 
CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. LA CAUSA DE IMPROCEDENCIA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 19, 
FRACCIÓN VIII, DE LA LEY REGLAMENTARIA DE LA MATERIA, ÚNICAMENTE DEBE RESULTAR DE ALGUNA 
DISPOSICIÓN DE LA PROPIA LEY Y, EN TODO CASO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS. (Tesis P./J. 32/2008. Jurisprudencia. Pleno. Novena Época. Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta. Tomo XXVII. Correspondiente al mes de junio de dos mil ocho. Página novecientas cincuenta 
y cinco. Número de registro 169528.) 
12 CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. LAS VIOLACIONES SUSCEPTIBLES DE ANALIZARSE EN EL FONDO 
SON LAS RELACIONADAS CON EL PRINCIPIO DE DIVISIÓN DE PODERES O CON LA CLÁUSULA FEDERAL, 
SOBRE LA BASE DE UN CONCEPTO DE AFECTACIÓN AMPLIO. (Tesis P./J. 42/2015 (10a.), Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 25, Diciembre de 2015, Tomo I, página 33, Registro digital 2010668).  
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Regional de Zitácuaro, Michoacán, la resolución del expediente identificado con la clave 
ZIT/111/2020, y en su caso, remita copia certificada”, bajo el apercibimiento que, de 
no cumplir, se le impondrá una medida de apremio. 

 
2. Los artículos 8, 38, 41 y 83 del Reglamento para la Tramitación y 

Sustanciación de Quejas y Denuncias en Materia de Violencia Política contra 
las Mujeres por Razón de Género del Instituto Electoral de Michoacán, con 
motivo del citado acuerdo. 

 
3. La falta de respuesta al escrito de once de febrero de dos mil veintidós, 

mediante el que solicitó al Organismo Público Local Electoral dejar sin efectos 
el requerimiento y el apercibimiento antes referidos. 

 
Al respecto, el actor plantea dos conceptos de invalidez, el primero, en 

relación con las normas generales controvertidas y, el segundo, respecto de 
los actos concretos; en este último, esencialmente, sostiene que: 

 
a) El acuerdo de once de febrero de dos mil veintiuno (sic) obliga al 

órgano constitucional autónomo local a emitir resolución en el 
expediente identificado con la clave ZIT/111/2020 dentro del término 
de 5 días. 
 

b) El oficio de notificación no guarda congruencia con el acuerdo que le 
da sustento, pues el primero se dirige al Presidente de la Comisión 
Estatal y el segundo a la Visitaduría Regional de Zitácuaro. 

 
c) El acuerdo carece de una debida fundamentación y motivación, porque 

no se precisa en qué consistirá la medida de apremio a imponer; 
tampoco se cita el artículo que fundamenta a la autoridad realizar el 
requerimiento, ni el que da sustento al término de cinco días otorgado.  

 
Pues bien, a juicio de esta instrucción, lo anterior en modo alguno 

implicaría un pronunciamiento de invalidez por incompetencia constitucional, 
sino un conflicto de mera legalidad, en cuanto a determinar si el acuerdo y 
oficio de notificación impugnados se ajustan al Reglamento para la 
Tramitación y Sustanciación de Quejas y Denuncias en Materia de Violencia 
Política contra las Mujeres por Razón de Género del Instituto Electoral de 
Michoacán; y si en el caso existe una violación a una cláusula sustantiva, con 
motivo de una falta de respuesta. 

 
Resulta conveniente señalar que el once de marzo de dos mil veintiuno 

fue adicionado el artículo 105, fracción I, de la Ley Fundamental, a efecto de 
establecer como base constitucional que: “En las controversias previstas en esta 
fracción únicamente podrán hacerse valer violaciones a esta Constitución, así como a 
los derechos humanos reconocidos en los tratados internacionales de los que el Estado 
Mexicano sea parte.” 

 
Dicha adición ya ha sido motivo de interpretación por parte de este 

Tribunal Constitucional, sosteniéndose que: “no existirá un principio de 
afectación que otorgue interés legítimo al promovente cuando alegue exclusivamente 
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violaciones diversas a las competenciales o a derechos humanos, 
como serían las de estricta legalidad –salvo que el análisis de éstas, 
dada su íntima e indisoluble relación, sea necesario para definir el 
ámbito competencial constitucional de las partes en contienda o el 
alcance de un derecho fundamental previsto, incluso, en 
instrumentos internacionales–.”13 

 
En tal sentido, la determinación de la legalidad del acuerdo y oficio 

impugnados a la luz del reglamento que rige la actuación del organismo 
público local electoral o si en el caso se ha vulnerado el derecho de petición 
no implicaría la definición del ámbito competencial de rango constitucional del 
actor, ni mucho menos el alcance de un derecho humano reconocido en la 
Ley Fundamental o en un tratado internacional, sino por el contrario un mero 
pronunciamiento para efectos.  

 
Esto es, la demanda, aún desde su estudio preliminar, no arroja una 

relación entre lo impugnado y la competencia exclusiva a favor del accionante 
otorgada en el Texto Fundamental. Al respecto, esta instrucción recuerda que 
el Tribunal Pleno ha reconocido la posibilidad de que, en el acuerdo inicial, 
pueda ser advertido un conflicto de mera legalidad o violaciones a cláusulas 
sustantivas puras: “tal circunstancia es susceptible de advertirse en forma clara y 
patente de la lectura de la demanda y sus anexos, con lo cual se puede tener la certeza 
y plena seguridad [de] la actualización de la causa de improcedencia”.14 

 
Por tanto, toda vez que la simple lectura de la demanda arroja que se 

impugna una cláusula sustantiva y la afectación planteada claramente la hace 
depender de artículos contenidos en un marco normativo distinto a la 
Constitución General, como lo es el Reglamento para la Tramitación y 
Sustanciación de Quejas y Denuncias en Materia de Violencia Política contra 
las Mujeres por Razón de Genero del Instituto Electoral de Michoacán, 
entonces, esto es insuficiente para la procedencia de la controversia 
constitucional, en tanto que no se relaciona con una atribución, garantía 
institucional, facultad, prerrogativa o competencia exclusiva expresamente 
reconocida a favor del actor por la Constitución General, lo cual no genera un 
principio de agravio en relación con el ámbito competencial que la Norma 
Fundamental le atribuye. 
 

No pasa inadvertido que el promovente impugna los artículos 8, 38, 41 y 
83 del Reglamento para la Tramitación y Sustanciación de Quejas y 
Denuncias en Materia de Violencia Política contra las Mujeres por Razón de 
Género del Instituto Electoral de Michoacán; sin embargo, debe decirse que 

 
13 Recurso de reclamación 78/2021-CA, derivado de la controversia constitucional 78/2021, resuelto por la Segunda Sala 
de este Alto Tribunal en sesión de doce de enero de dos mil veintidós, por mayoría de tres votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán (ponente), Loretta Ortiz Ahlf y Yasmín Esquivel Mossa (presidenta). Los Ministros Luis María Aguilar 
Morales y Javier Laynez Potisek emiten su voto en contra y formularán voto de minoría. 
14 Recurso de reclamación 150/2019-CA derivado de la controversia constitucional 279/2019, resuelto en sesión de 3 de 
diciembre de 2019, por mayoría de cinco votos de los señores Ministros Esquivel Mossa, Franco González Salas con 
reservas, Aguilar Morales, Laynez Potisek y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del considerando quinto, 
relativo a los agravios relacionados con la existencia de causa de improcedencia manifiesta e indudable. Los señores 
Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Pardo Rebolledo y Piña Hernández votaron en contra y 
anunciaron sendos votos particulares. El señor Ministro Presidente Zaldívar Lelo de Larrea anunció voto concurrente. El 
señor Ministro Laynez Potisek reservó su derecho de formular voto concurrente. 
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en términos del artículo 21 de la Ley Reglamentaria de la Materia15, las leyes 
pueden impugnarse en dos momentos: dentro de los siguientes treinta días 
a contar a partir del día siguiente a su publicación o, del día siguiente al en 
que se produzca el primer acto de aplicación de la norma.  

 
El primero de los supuestos señalados no se actualiza en tanto que el 

transitorio Primero, del acuerdo IEM-CG-52/2021, por el que se emitió el 
Reglamento impugnado, entró en vigor a partir del momento de su 
aprobación, esto fue, el nueve de febrero de dos mil veintiuno, de lo que 
resulta evidente que, a la fecha de presentación de la demanda, cuatro de 
marzo de dos mil veintidós, el plazo de treinta días transcurrió en exceso, por 
lo que no se actualiza esa hipótesis de procedencia. 

 
Por lo que hace a la segunda previsión legal, consistente en el primer 

acto de aplicación de los aludidos artículos del citado Reglamento, tampoco 
se actualiza, pues para ello es indispensable que el acto que autoriza la 
impugnación en sede constitucional sea susceptible de ser revisado en esta 
vía, ya que el análisis no puede versar en forma abstracta respecto de la 
norma, sino que debe hacerse en relación con el acto en el que fue aplicada. 
 

En este sentido, si lo que pretende el promovente es impugnar una 
normatividad que estima inconstitucional, por haberle sido aplicada en un 
acto concreto, la procedencia de este juicio constitucional respecto del 
citado acto es un presupuesto procesal para que este Alto Tribunal pueda 
estudiar los conceptos de invalidez formulados en contra del acto y de la 
norma. 16  

 
En consecuencia, la presente demanda debe desecharse de plano, al 

ser manifiesto e indudable que no existe un principio de agravio en relación 
con el ámbito competencial constitucionalmente asignado al actor; lo que, en 
la especie, actualiza el supuesto de improcedencia previsto en el artículo 19, 
fracción IX, de la mencionada Ley Reglamentaria de la Materia, en relación 
con la fracción I, inciso k), del Artículo 105 de la Constitución General. 

 
Por las razones expuestas, se: 
 

A C U E R D A 
 
Primero. Se desecha de plano, por notoriamente improcedente, la 

controversia constitucional promovida por la Comisión Estatal de los 
Derechos Humanos del Estado de Michoacán. 

 

 
15 Artículo 21 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. El plazo para la interposición de la demanda será: 
I. Tratándose de actos u omisiones, de treinta días contados a partir del día siguiente al en que conforme a la ley del 
propio acto surta efectos la notificación de la resolución o acuerdo que se reclame; al en que se haya tenido conocimiento 
de ellos o de su ejecución; o al en que el actor se ostente sabedor de los mismos; 
II. Tratándose de normas generales, de treinta días contados a partir del día siguiente a la fecha de su publicación, o 
del día siguiente al en que se produzca el primer acto de aplicación de la norma que dé lugar a la controversia, y […]. 
16 En similar sentido se pronunció la Primera Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver los recursos 
de reclamación 25/2010 derivado de la controversia constitucional 40/2010; 35/2011 derivado de la controversia 
constitucional 50/2011; y 40/2012 derivado de la controversia constitucional 72/2012. 
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Segundo. Sin perjuicio de lo anterior, se tiene al 
promovente designando autorizados. 

 
Cúmplase; y, una vez que cause estado este auto, 

archívese el expediente como asunto concluido. 
 
Por la naturaleza y la importancia de este procedimiento 

constitucional, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 28217 del 
referido Código Federal, se habilitan los días y las horas que se requieran 
para llevar a cabo la notificación de este acuerdo. 

 
Finalmente, agréguese al expediente, para que surta efectos legales, la 

impresión de la evidencia criptográfica de este proveído, de conformidad con 
el artículo 918 del Acuerdo General Plenario 8/2020. 

 
Notifíquese; por lista, y por única ocasión en su residencia oficial, a la 

Comisión Estatal de los Derechos Humanos del Estado de Michoacán. 
 
A efecto de notificar a la citada autoridad, remítase la versión 

digitalizada del presente acuerdo, a la Oficina de Correspondencia 
Común de los Juzgados de Distrito en el Estado de Michoacán de Ocampo, 
con residencia en la ciudad de Morelia, por conducto del MINTERSCJN, 
regulado en el Acuerdo General Plenario 12/2014, a fin de que genere la 
boleta de turno que le corresponda y lo envíe al órgano jurisdiccional 
en turno, a efecto de que, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 
13719 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, 4, párrafo 
primero20, y 5 de la Ley Reglamentaria de la Materia, lleve a cabo la 
diligencia de notificación por oficio a la Comisión Estatal de dicha entidad 
federativa, en su respectiva residencia oficial, de lo ya indicado. 

 

 
17 Artículo 282 del Código Federal de Procedimientos Civiles. El tribunal puede habilitar los días y horas inhábiles, 
cuando hubiere causa urgente que lo exija, expresando cual sea ésta y las diligencias que hayan de practicarse. 
18 Acuerdo general Número 8/2020, de veintiuno de mayo de dos mil veinte, del Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, por el que se regula la integración de los expedientes impreso y electrónico en 
controversias constitucionales y en acciones de inconstitucionalidad, así como el uso del sistema electrónico 
de este alto tribunal para la promoción, trámite, consulta, resolución y notificaciones por vía electrónica en los 
expedientes respectivos. 
Artículo 9. Los acuerdos y las diversas resoluciones se podrán generar electrónicamente con FIREL del Ministro 
Presidente o del Ministro instructor, según corresponda, así como del secretario respectivo; sin menoscabo de que 
puedan firmarse de manera autógrafa y, una vez digitalizados, se integren al expediente respectivo con el uso de la 
FIREL. 
19 Artículo 137 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. Las diligencias que deban practicarse fuera 
de las oficinas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o del Consejo de la Judicatura Federal se llevarán a cabo 
por el ministro, ministra, consejera, consejero, secretario, secretaria, actuario, actuaria, jueza o juez de distrito que al 
efecto comisione el órgano que conozca del asunto que las motive. 
20 Artículo 4 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Las resoluciones deberán notificarse al día siguiente al en que se hubiesen pronunciado, 
mediante publicación en lista y por oficio entregado en el domicilio de las partes, por conducto del actuario o mediante 
correo en pieza certificada con acuse de recibo. En casos urgentes, podrá ordenarse que la notificación se haga por vía 
telegráfica. […] 
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Lo anterior, en la inteligencia de que, para los efectos de lo previsto en 
los artículos 29821 y 29922 del citado Código Federal de Procedimientos 
Civiles, de aplicación supletoria, la copia digitalizada de este proveído, en la 
que conste la evidencia criptográfica de la firma electrónica del servidor 
público responsable de su remisión por el MINTERSCJN, hace las veces del 
despacho número 552/2022, en términos del artículo 14, párrafo primero23, 
del citado Acuerdo General Plenario 12/2014, por lo que se requiere al órgano 
jurisdiccional respectivo, a fin de que en auxilio de las labores de este Alto 
Tribunal, a la brevedad posible, lo devuelva debidamente diligenciado por esa 
misma vía, adjuntando la constancia de notificación y la razón actuarial 
respectiva. 

 
Lo proveyó y firma el Ministro instructor Luis María Aguilar Morales, 

quien actúa con la Maestra Carmina Cortés Rodríguez, Secretaria de la 
Sección de Trámite de Controversias Constitucionales y de Acciones de 
Inconstitucionalidad de la Subsecretaría General de Acuerdos de este Alto 
Tribunal, que da fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Esta hoja forma parte del proveído de tres de mayo de dos mil veintidós, dictado por el Ministro 
instructor Luis María Aguilar Morales, en la controversia constitucional 49/2022, promovida por 
la Comisión Estatal de los Derechos Humanos del Estado de Michoacán. Conste. 
JOG/EAM 

 
21 Artículo 298 del Código Federal de Procedimientos Civiles. Las diligencias que no puedan practicarse en el lugar 
de la residencia del tribunal en que se siga el juicio, deberán encomendarse al Juez de Distrito o de Primera Instancia 
para asuntos de mayor cuantía del lugar en que deban practicarse. 
Si el tribunal requerido no puede practicar, en el lugar de su residencia, todas las diligencias, encomendará, a su vez, 
al juez local correspondiente, dentro de su jurisdicción, la práctica de las que allí deban tener lugar. 
La Suprema Corte de Justicia puede encomendar la práctica de toda clase de diligencias a cualquier autoridad judicial 
de la República, autorizándola para dictar las resoluciones que sean necesarias para la cumplimentación. 
22 Artículo 299 del Código Federal de Procedimientos Civiles. Los exhortos y despachos se expedirán el siguiente 
día al en que cause estado el acuerdo que los prevenga, a menos de determinación judicial en contrario, sin que, en 
ningún caso, el término fijado pueda exceder de diez días. 
23 Artículo 14 del Acuerdo General Plenario 12/2014. Los envíos de información realizados por conducto de este 
submódulo del MINTERSCJN deberán firmarse electrónicamente, en la inteligencia de que en términos de lo previsto 
en el artículo 12, inciso g), del AGC 1/2013, si se trata de acuerdos, actas o razones emitidas o generadas con la 
participación de uno o más servidores públicos de la SCJN o del respectivo órgano jurisdiccional del PJF, si se ingresan 
en documento digitalizado cuyo original contenga las firmas de éstos, bastará que la FIREL que se utilice para su 
transmisión por el MINTERSCJN, sea la del servidor público responsable de remitir dicha información; en la inteligencia 
de que en la evidencia criptográfica respectiva, deberá precisarse que el documento digitalizado es copia fiel de su 
versión impresa, la cual corresponde a su original. […]. 
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